PROYECTO DE LEY
EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE LEY

LEY

Artículo 1: Creáse en el territorio de la Provincia de Buenos Aires el Centro de Prevención y Asistencia a la Víctima de delitos sexuales, dependiente del Ministerio de Salud. 
Artículo 2: Son objetivos del Centro:

a) Garantizar el respeto, protección y ejercicio de los derechos humanos a las víctimas de delitos contra la integridad sexual.

b) Implementar servicios integrales, específicos, expeditivos, accesibles y gratuitos para la asistencia médica, psicológica, social y jurídica a las personas víctimas de delitos contra la integridad sexual.

c) Promover la coordinación intersectorial para la implementación de acciones destinadas a la prevención, la asistencia y la rehabilitación de las personas que sufren sus efectos.

d) Prevenir embarazos y enfermedades de transmisión sexual y de HIV/SIDA, asegurando las prestaciones de emergencia.

e) Arbitrar procedimientos que eviten la revictimización derivada de estudios médicos sucesivos y de la substanciación de actuaciones judiciales.

f) Sensibilizar y capacitar, con perspectiva de género, al personal de las fuerzas de seguridad, de salud, de educación y de justicia para la prevención y asistencia de las víctimas de delitos contra la integridad sexual.

g) Promover la realización de actividades de estudio, investigación y divulgación vinculadas con los delitos contra la integridad sexual y sobre la violencia de género.

h) Garantizar a toda la población el acceso a la información, orientación y a las prestaciones de los servicios.

Artículo 3: El Ministerio de Salud tendrá a su cargo:
a) Incluir la prevención y asistencia a las víctimas de delitos sexuales en las políticas públicas del sector.

b) La confección de los protocolos médico y psicológico que especifique el procedimiento a seguir para la atención a la víctima de delitos sexuales, resguardando la intimidad de la persona asistida y garantizando el acceso a las prestaciones de anticoncepción de emergencia y del tratamiento de profilaxis de enfermedades de transmisión sexual y VHI/SIDA, previo consentimiento informado.

El procedimiento deberá asimismo asegurar la obtención y preservación de los

elementos probatorios y la asistencia psicológica para contención y tratamiento de la víctima durante el tiempo necesario.

c) Los protocolos, la medicación y todo elemento necesario para brindar la asistencia integral de urgencia, deberán estar disponibles en cada servicio de salud en un “botiquín de emergencia”.

d) Procurar la mejor calidad en la atención, que observe un trato digno y respetuoso, eliminando prácticas institucionales discriminatorias.

Artículo 4: Dispóngase en al menos un hospital público por cada distrito de la provincia de un área restringida y específica para atención de abusados/as. Este lugar contará con la asistencia permanente de un médico ginecólogo y un psicólogo.

Artículo 5: El gasto que demande el cumplimiento del Centro será atendido  con cargo al presupuesto general de la provincia, pudiendo el Ejecutivo reasignar personal provincial a fin de ejecutar todas las medidas que se estimen pertinentes para garantizar el cumplimiento de la presente ley. 
Artículo 6: Deberá el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud, implementar las políticas pertinentes, desarrollar cursos y jornadas, y alcanzar los acuerdos que se imponen con la Dirección General de Cultura y Educación a fin de coordinar en el territorio provincial  la prevención en la materia que motiva la presente.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo
FUNDAMENTOS
El presente proyecto de ley propone crear en el territorio de la Provincia de Buenos Aires el Centro de Prevención y Asistencia a la Víctima de delitos sexuales.

La violencia en general y, en particular, la ejercida contra la integridad sexual de las personas es un problema de salud pública. Es al sector salud al que le corresponde dar una respuesta integral que recomponga el bienestar emocional, mental y físico de las víctimas de delitos sexuales. Este abordaje integral deberá realizarse en el marco de un programa intersectorial que involucre el rol activo de otros Ministerios

Como es de público conocimiento, la comisión de delitos contra la integridad sexual ha sufrido un incremento considerable y, a diferencia de lo que ocurre con otros tipos penales, en este sector la llamada “cifra negra” (hechos ocurridos y no denunciados) es muy superior a la de otras ilicitudes. En este tipo de delitos, el estigma que frecuentemente recae sobre las víctimas hace que éstas no efectúen la denuncia o que, realizada, desistan de continuar las acciones legales. Muchas veces hacer la denuncia puede ser para el sujeto casi tan traumático como la experiencia de haber sido abusada. Por esta situación se considera que las denuncias son sólo una parte de los casos reales.

Estas razones, ameritan comenzar a transitar y buscar posibles formas y maneras de, cuanto menos, paliar los daños ocasionados a la víctima, todo lo cual aconseja la creación de un centro que se dedique específica y exclusivamente a la prevención, información, contención y asistencia a quienes sean futuros, potenciales o actuales sujetos pasivos de este tipo de delitos.
En nuestra provincia, no existe una institución dedicada pura y exclusivamente a la asistencia de la víctima de delitos de abuso sexual, que trabaje interdisciplinariamente en las áreas jurídicas, psicológica y social, con un espacio físico apropiado, con cantidad de recursos humanos (abogados, psicólogos, trabajadores sociales, entre otros) en número conveniente para un buen seguimiento de los casos una vez que se presentan, y no solamente en el momento en que se manifiesta el problema.
El asistir es una actividad que debe abarcar la contención, el apoyo y la atención a la víctima del delito. La asistencia se debe orientar a atender las consecuencias directas del delito, es decir el proceso de victimización primaria (efectos derivados del ilícito), y a prevenir la victimización secundaria (el desamparo en el que se encuentra la víctima en su contacto con los controles formales como la policía o la administración de la justicia o incluso instituciones como los hospitales) y terciaria (la falta de contención e incomprensión en las relaciones informales como el barrio, trabajo, amigos, núcleo familiar).
Las personas víctimas de delitos sexuales ven vulnerados sus derechos humanos básicos tales como a la integridad psicofísica, a la intimidad, a la libertad sexual, a la seguridad y a la autodeterminación. Estos ilícitos generan consecuencias muy graves no solo  para las personas agredidas, sino para sus familias y para la comunidad en general.  Por ello, es urgente responder al desafío de su prevención y erradicación y trabajar en la reparación de las personas afectadas a través de medidas integrales y humanizadoras.
El Estado reconoce a la víctima como sujeto de derechos y es garante de la promoción y protección de los derechos humanos. Es el Estado quien tiene la responsabilidad de brindar asistencia a las personas que padezcan la ilicitud, y a él le compete asumir el rol de prevención.

En virtud de lo expuesto, cabe destacar la necesidad imperiosa de sancionar una ley que pueda cubrir todos aquellos aspectos del tema que hoy en día no se encuentran debidamente atendidos por el Estado. 
La especificidad, la accesibilidad y la gratuidad de los servicios a los cuales acudir en los casos en estudio son de fundamental importancia ya que es una problemática que requiere una atención expeditiva (en el momento de la demanda) e integral (de los distintos aspectos involucrados).

Por los argumentos esgrimidos, solicito a los señores Diputados, la aprobación del presente proyecto de ley
